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L 
Tenemos el agrado de dirigirnos a usted, con relación a la Autógrafa de Ley que establece 
las acciones de protección, descontaminación, remediación y recuperación de cuencas 
hidrográficas afectadas por daños ambienlales. Al respecto, estimamos conveniente 
observar la misma1  por lo siguiente: 

1. Consideraciones del Ministerío del Ambiente (MINAM) 

1.1. Por técnica legislativa no resulta viable elaborar un proyecto normativo con tres 
objetivos que, si bien tienen relación en cuanto al tratamiento de problemáticas 
ambientales, requieren de un desarrollo autónomo. En efecto, el primer objetivo de la 
Autógrafa consiste en Declarar de necesidad pública e interés nacional la 
descontaminación, remediación y recuperación de diversas fuentes de agua y cuencas 
hdrográficas (Artículo 2); el segundo establecer acciones prioritarias de prevención, 
remediación, conservación y protección de cuencas (Artículos 3 y siguientes). y el 
tercero modificar diversos instrumentos normativos (Disposiciones Complementarias 
Modificatorias). 

Por otro lado, en la Disposición Complementaria Modificatoria se plantea la rr,odifiación 
de artículos de la Ley que regula el procedimiento de Declaratoria de Emergencia 
Ambiental, lo cual dista de tener una relación directa con el cuerpo del proyecto de ley 
materia de análisis, toda vez que la emergencia ambiental es un instrumento de gestión 
excepcional que se aplica ante situaciones que implican la ocurrencia de un daño 
ambiental súbito o permanente, así como significativo que implique un grave riesgo a la 
salud pública. 

Asimismo, resulta pertinente mencionar que esta norma tiene solo carácter declarativo. 
Sin embargo, manifiesta que diversas cuencas hidrográficas deberán ser pasihes de 
rernedación y recuperación, cuando varias de las cuencas establecidas en el Artículo 
2, vienen siendo objeto de tratamiento por parte de diversas Comsiones 
Multlsectoriales y espacios de diálogo creadas por el Poder Ejecutivo 

Así, tenemos el caso de las Comisiones Multisectoriales y los espacios técnicos y de 
diálogo que vienen trabajando en ) a cuenca de los ríos Coata, Ii) Moche, iii) Llallimayo, 
iv) Las cuatro cuencas (Pastaza, Tgre, Marañón y Corrientes), y) PuyangoTumbes, vi) 
el Lago Titicaca, en los cuales el M!NAM ha venido participando a través de asstencia 
técnica. 

Al respecto, es preciso advertir que, al existir comisiones multisectoriales y espacios 
técnicos dirigidos a estobeoar accones en varias de las cuencas establecidas en la 
Autógrafa de Ley, su contcnido roguia algo ya dispuesto en nuestro ordenamiento 

1 De acuerdo con lo señalado en el Informe N° 01427-2021-MINAMISG/OGAJ, Informe N° 0179-2021-EF/46.01, 'iforme N° 
1286-2021-MIDAGRI-SG/OGAJ informe 10D0O 2862C21-PM-OGAJ y opinión del MINDEF. 



jurídico, lo cual da lugar a la existencia de duplicidad de esfuerzos, que tiene graves 
consecuencias sobre el ordenamiento jurídico porque, al final de cuentas, este termina 
siendo excesivamente complejo, confuso, disperso y, en muchos casos ineficiente. 

Teniendo en cuenta lo mencionado, no corresponde aprobar una iniciativa legislativa 
que tiene por objeto contenido que ya viene siendo previamente trabajado a través de 
otros instrumentos normativos, como lo son la creación de comisiones multisectorial y 
espacios técnicos y de diálogo. 

En ese sentido, respecto a la necesidad de implementar acciones enfocadas en la 
prevención, remediación, conservación y protección de las diversas cuencas señaladas 
en la Autógrafa de Ley, si bien puede resultar necesario que diversas instituciones se 
encuentren involucradas, resulta importante tener en cuenta la rectoría que para tal 
efecto ejerce la Autoridad Nacional del Agua, a través de la realización de acciones que 
desarrolla en el marco de sus competencias, conforme a la Ley N° 29338, Ley de 
Recursos Hídricos. 

De otra parte, las acciones que se establecen en el marco de una Declaratoria de 
Emergencia Ambiental, regulada por la Ley N° 28804, tienen por finalidad realizar 
acciones dirigidas a mitigar los efectos adversos al medio ambiente y a la salud de las 
personas. Estas acciones deben ser respetuosas del marco legal vigente, siendo que 
la eliminación de emisiones o vertimientos debe ser ordenada en virtud de la 
instauración de un procedimiento administrativo sancionador y no a través de la 
formulación de un Plan de Acción, toda vez que ello implicaría en algunos casos, la 
paralización de las actividades de la empresa respectiva. 

En cuanto a la propuesta de agregar el numeral 1) al artículo 4 de la Ley N° 28804, es 
preciso manifestar que el plazo de implementación de una Declaratoria de Emergencia 
Ambiental es de 90 días hábiles los cuales, si bien pueden ser ampliados por un plazo 
similar, tienen por finalidad implementar acciones inmediatas y urgentes. La propuesta 
consignada en el numeral 1) dirigida a asegurar e implementar coordinaciones de 
carácter intergubernamental a través del Ministerio de Relaciones Exteriores para 
remediar, identificar y mitigar los efectos negativos ambientales, exceden el objeto de 
la emergencia ambiental. Más aún, cuando se consigna también la posibilidad de 
recurrir a estas coordinaciones para "compensar" los posibles daños ambientales que 
se hubiesen generado, cuando es de conocimiento que, la compensación y 
resarcimiento de daños ambientales no resulta de competencia del Poder Ejecutivo, 
sino del Poder Judicial a través de un proceso judicial. 

Cabe precisar que, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley N° 
29357, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Relaciones Exteriores, el 
ámbito de competencia de dicho Ministerio está constituido por la Política Exterior, las 
Relaciones Internacionales y la Cooperación Internacional; teniendo además la función 
de representar permanentemente al Estado en el ámbito internacional, a través del 
Servicio Exterior y del Servicio Diplomático de la República. En ese sentido, no 
resultaría posible recurrir a este Ministerio con la finalidad de efectuar las 
coordinaciones para "compensar" los posibles daños ambientales que se hubieran 
generado, toda vez que dichas compensaciones o el eventual resarcimiento de daños 
es competencia del Poder Judicial, a través de un proceso judicial. 

Asimismo, en cuanto al último párrafo de la propuesta de modificación del artículo 7, 
manifestamos que no resulta competencia de las instituciones participantes en la 
emergencia ambiental, así como del Gobierno Regional ni del MINAM determinar las 



responsabilidades administrativas sobre la ocurrencia del daño ambiental, toda vez que 
existen procedimientos administrativos específicos para determinar la responsabilidad 
jurídica y los factores de atribución en materia de imputabilidad de los daños 
ambientales. 

Adicionalmente, indicar que la Autógrafa de Ley señala aspectos técnicos que requiere 
ser evaluados previamente desde el ámbito técnico y jurídico como por ejemplo en el 
numeral 2.2 que declara de necesidad pública la fitoremediación como la única técnica 
aplicable en la recuperación ambiental de la cuenca del río Tumbes, entre otros 
aspectos técnicos citados en la Autógrafa. 

En virtud de lo señalado, si bien resulta indispensable focalizar las acciones del Estado 
para la remediación ambiental que contribuya a la reducción de conflictos y la mejora 
de la calidad ambiental, es necesario que el Congreso de la República elabore una 
propuesta legislativa que cubra estas necesidades de manera eficiente y óptima en 
beneficio de los ciudadanos y del ambiente, considerando aspectos técnicos y jurídicos 
antes indicados. 

1.2. El artículo 4 de la Autógrafa de Ley plantea que el MINAM y la Superintendencia 
Nacional de Servicios de Saneamiento (SUNASS) evalúan, identifican, diseñan y 
promueven los mecanismos de retribución por servicios ecosistémicos que contribuyan 
con las acciones de conservación, recuperación y uso sostenible de las cuencas 
hidrográficas referidas en el artículo 2 de la Autógrafa. 

Al respecto, se debe considerar que la Ley N° 30215, Ley de Mecanismos de 
Retribución por Servicios Ecosistémicos, tiene por objetivo de promover, regular y 
supervisar los MERESE que se derivan de acuerdos voluntarios que establecen 
acciones de conservación, recuperación y uso sostenible para asegurar la permanencia 
de los ecosistemas. 

El artículo 12 de dicha ley precisa las funciones del MINAM, teniendo dicha entidad el 
rol de rector del sector ambiental que comprende los servicios ecosistémicos. Así, las 
funciones del MINAM están orientadas regular, promover y diseñar políticas, normas y 
procedimientos para el desarrollo e implementación de los MERESE y brindar asistencia 
técnica y fortalecimiento de capacidades con estos fines; sin embargo, la Ley N° 30215 
no contempla para el MINAM funciones de diseño de MERESE. Por lo que lo dispuesto 
en la Autógrafa contraviene lo establecido en la Ley N° 30215. 

Por otro lado, el artículo 5 de la Autógrafa plantea a los MERESE como mecanismos de 
financiamiento a nivel regional y local para la descontaminación, remediación y 
recuperación de las cuencas hidrográficas referidas en el artículo 2 de la Autógrafa. 

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley N° 30215, los MERESE son 
instrumentos orientados a la conservación, recuperación y uso sostenible de las fuentes 
de los servicios ecosistémicos; sin embargo, la Ley N° 30215 no contempla que los 
MERESE estén destinados a !a descontaminación y remediación de ecosistemas. Por 
lo que lo dispuesto en la Autógrafa contraviene lo establecido en la Ley N° 30215. 

2. Consideraciones del Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego (MIDAGRI) 

2.1. El artículo 14 de la Ley N° 29338, Ley de Recursos Hídricos - LRH, establece que la 
Autoridad Nacional del Agua (ANA) es el ente rector y la máxima autoridad técnico-
normativa del Sistema Nacional de Gestión de los Recursos Hídricos, este último 



conformado por el conjunto de instituciones, principios, normas, procedimientos, 
técnicas e instrumentos mediante los cuales el Estado desarrolla y asegura la gestión 
integrada, participativa y multisectorial, el aprovechamiento sostenible, la conservación, 
la preservación de la calidad y el incremento de los recursos hídricos; la integra, entre 
otros/as, la Autoridad Nacional del Agua; el artículo 84 dispone que la Autoridad 
Nacional, en coordinación con el Consejo de Cuenca y el Ministerio del Ambiente, 
promueve los mecanismos de protección de la cuenca a fin de contribuir a la 
conservación y protección del agua y bienes asociados, así como el diseño de los 
mecanismos para que los usuarios de agua participen activamente en dichas 
actividades. 

Cabe señalar que el artículo 75 de la LRH, señala que la ANA, con opinión del Consejo 
de Cuenca, debe velar por la protección del agua, que incluye la conservación y 
protección de sus fuentes, de los ecosistemas y de los bienes naturales asociados a 
ésta en el marco de la Ley y demás normas aplicables. Para dicho fin, puede coordinar 
con las instituciones públicas competentes y los diferentes usuarios; y, el artículo 76, 
dispone que la ANA en coordinación con el Consejo de Cuenca, en el lugar y el estado 
físico en que se encuentre el agua, sea en sus cauces naturales o artificiales, controla, 
supervisa, fiscaliza el cumplimiento de las normas de calidad ambiental del agua sobre 
la base de los Estándares de Calidad Ambiental del Agua (ECA-Agua) y las 
disposiciones y programas para su implementación establecidos por la autoridad del 
ambiente. También establece medidas para prevenir, controlar y remediar la 
contaminación del agua y los bienes asociados a esta. Asimismo, implementa 
actividades de vigilancia y monitoreo, sobre todo en las cuencas donde existan 
actividades que pongan en riesgo la calidad o cantidad del recurso. 

Asimismo, en el contexto de la protección del agua, se encuentran incorporados en el 
artículo 75 de la LRH , el establecimiento de los criterios técnicos para la identificación 
y delimitación de las cabeceras de cuenca, descritos dentro del Marco Metodológico de 
Criterios Técnicos para la Identificación, Delimitación y Zonificación de Cabeceras de 
Cuenca, aprobado por Decreto Supremo N° 0142021-MlDAGRl, cuya implementación 
está a cargo de la ANA, en las regiones hidrográficas del Pacífico, Amazonas y Titicaca; 
es de alcance nacional y de aplicación por la ANA, para la planificación de la gestión 
integrada de los recursos hídricos en unidades hidrográficas, orientar la evaluación de 
la implementación de medidas especiales y de referencia para el desarrollo de 
actividades productivas sostenibles en cabeceras de cuenca. 

En consecuencia, consideramos que la Autógrafa de Ley resulta inviable en merito a 
que existe normativa vigente relacionada a la protección y conservación de cuencas 
hidrográficas, tanto en la Ley N° 28611, Ley General del Ambiente, Ley N° 29338, Ley 
de Recursos Hídricos y la Ley N° 30215, Ley de Mecanismos de Retribución por 
Servicios Ecosistémicos. 

2.2. La Autógrafa de Ley, señala reiterativamente, en su artículo 2, la figura o precepto de 
"la necesidad y utilidad pública", de la descontaminación, remediación y recuperación 
de las fuentes y cuerpos de agua ubicadas en diferentes regiones del Perú, por 
diferentes problemas ambientales. Al respecto, si bien dicho precepto declarativo en la 
Autógrafa de Ley pretende expresar un problema público con relevancia social, ello 
implica la modificación de las políticas nacionales de competencia exclusiva del Poder 
Ejecutivo (conforme a Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo). Asimismo, se 
termina contradiciendo el ámbito de aplicación previsto en el artículo 1 de la Autógrafa 
de Ley, que fija su ámbito de aplicación a acciones de protección, descontaminación, 
remediación y recuperación de cuencas hidrográficas afectadas por daños ambientales 



en general (respecto a las que no se contempla ninguna regulación), y no únicamente 
las que cuentan con declaratoria de necesidad o utilidad pública. 

2.3. Por otro lado, el artículo 3 de la Autógrafa de Ley dispone un plazo de noventa (90) días 
calendario para que los sectores competentes del Poder Ejecutivo, en coordinación con 
los gobiernos regionales y locales de las cuencas hidrográficas mencionadas en el 
artículo 2, determinen las acciones prioritarias para su descontaminación, remediación 
y recuperación. No obstante, no se prevé cuáles son los sectores competentes del 
Poder Ejecutivo a los cuales alcanzaría el referido mandato legal; de modo que no se 
genera seguridad ni certidumbre jurídica respecto a las entidades públicas que 
intervendrán en el planeamiento de las acciones prioritarias para la descontaminación, 
remediación y recuperación de las cuencas hidrográficas. 

3. Consideraciones del Ministerio de Defensa 

3.1. Mediante Ley N° 29664 se creó el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 
(SINAGERD), el mismo que tiene por objetivo identificar y reducir los peligros o 
minimizar sus efectos, así como evitar la generación de nuevos riesgos y preparación y 
atención ante situaciones de desastre, mediante el establecimiento de principios, 
lineamientos de política, componentes, procesos e instrumentos de la gestión del riesgo 
de desastres 

El artículo 3 de dicha Ley definió la gestión del riesgo de desastres como un proceso 
social cuyo fin último es la prevención, reducción y control permanente de los factores 
de riesgo de desastres en la sociedad, asi como la adecuada preparación y respuesta 
ante situaciones de desastre, consideranao las políticas nacionales con especial énfasis 
en aquellas relativas a materia económica, ambiental, de seguridad, defensa nacional 
y territorial de manera sostenible. 

Asimismo, el artículo 6 de la Ley en mención determina como procesos de la Gestión 
del Riesgo de Desastres los siguientes: estimación del riesgo, prevención y reducción 
del riesgo, preparación, respuesta y rehabilitación, y reconstrucción. 

Por su parte, el artículo 12 de la citada Ley N° 29664, concordante con el artículo 5 de 
su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N° 048-201 1-PCM, establece que el 
Centro Nacional de Estimación, Prevención y Reducción del Riesgo de Desastres - 
CENEPRED es un organismo público ejecutor que conforma el SINAGERD, 
responsable técnico de coordinar, facilitar y supervisar la formulación e implementación 
de la Política Nacional y el Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, en los 
procesos de estimación, prevención y reducción del riesgo, así como de reconstrucción. 

De igual forma, el artículo 13 de la acotada Ley, concordante con el artículo 8 de su 
Reglamento, establece que el Instituto Nacional de Defensa Civil - INDECI es un 
organismo público ejecutor que conforma el SINAGERD, responsable técnico de 
coordinar, facilitar y supervisar la formulación e implementación de la Política Nacional 
y el Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, en los procesos de preparación, 
respuesta y rehabilitación. 

En adición a ello, cabe indicar que, de conformidad con el artículo 14 de la Ley NC  29664, 
los gobiernos regionales y gobiernos locales, como integrantes del SINAGERD, 
formulan, aprueban normas y planes, evalúan, dirigen, organizan, supervisan, fiscalizan 
y ejecutan los procesos de la Gestión del Riesgo de Desastres, en el ámbito de su 



competencia, en el marco de la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y 
los lineamientos del ente rector. 

En ese sentido, a la luz de las disposiciones contenidas en el artículo 3 de la Autógrafa 
de Ley bajo comentario, relacionadas a la asignación de actividades a sectores del 
Poder Ejecutivo respecto a la identificación de daños y efectos en la vida y salud de la 
persona, así como a la identificación de soluciones técnicas, determinación de acciones 
prioritarias de gestión y elaboración de un plan de descontaminación, remediación y 
recuperación, se debe tener en cuenta que los gobiernos locales y regionales son 
responsables, entre otros, de la evaluación, dirección y ejecución de los procesos de 
la Gestión del Riesgo de Desastres dentro de su respectiva jurisdicción, en base al 
contenido técnico establecido por los organismos públicos a cargo de dichos proceso, 
vale decir el CENEPRED y el INDECI respecto a los procesos de su competencia; con 
lo cual se verifica la necesidad de su reevaluación a fin de reafirmar la participación de 
la dichas instancias del gobierno subnacional, atendiendo a la autonomía funcional. 

La Autógrafa de Ley no resulta viable en merito a que ya existe normativa vigente 
relacionada a la temática de cuencas, la misma que establece que son funciones de los 
Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales la estimación, prevención, reducción del 
riesgo y reconstrucción por desastres en el territorio, originados por fenómenos naturales 
o inducidos por la acción humana, existiendo actualmente ios mecanismo financieros 
establecidos en la Ley N° 29664, Ley que crea el Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N° 048-2011-
PCM. 

3.2. La Segunda Disposición Complementaria Final de la Autógrafa de Ley excluye la 
participación del Centro Nacional de Estimación, Prevención y Reducción del Riesgo de 
Desastres (CENEPRED), siendo el problema planteado en las cuencas hidrográficas 
de reducción de vulnerabilidades y por lo tanto de reducción del riesgo, involucra la 
Gestión Correctiva y la Gestión Prospectiva del Riesgo, cuyo ente técnico normativo es 
CENEPRED, quien deberá realizar los correspondientes estudios de Evaluación de 
Riesgos de las cuencas que se encuentra en un nivel de alta peligrosidad y por lo tanto 
de alto riesgo, y no el Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI) tal como se está 
considerando. 

Como es de advertirse la materia que se pretende regular, no son de competencia del 
INDECI, y ello se puede desprender del texto en concreto de la norma que pretende 
establecer acciones de protección y descontaminación de cuencas hidrográficas. 

4. Consideraciones de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM) 

4.1. La Autógrafa de Ley contiene materias que inciden en la organización, estructura y 
funcionamiento del Estado, siendo una iniciativa impulsada por el Poder Legislativo. 

En la Primera Disposición Complementaria Modificatoria se propone modificar los 
literales a) y d) del articulo 4 de la Ley N° 28804, Ley que regula la Declaratoria de 
Emergencia Ambiental, estableciendo que la Presidencia del Consejo de Ministros en 
coordinación con el Ministerio de! Ambiente, gobiernos regionales y los gobiernos 
locales de las áreas afectadas están encargadas de diseñar y ejecutar las políticas y 
estrategias necesarias paré enfrentar la emergencia ambiental, con la participación 
económica y técnica de los responsables de la contaminación. Para ello, deben ejecutar 
el Plan de Acción Inmediato y de Corto Plazo, estos planes deben contar con una línea 
base, indicadores de desempeño y un cronograma que permita evaluar el impacto y 



efectividad de las medidas; así como reducir yio eliminar las emisiones de sustancias 
contaminantes. 

Al respecto, el Poder Legislativo, al regular mediante ley que la PCM y el Ministerio del 
Ambiente se encargan de diseñar y ejecutar las políticas para enfrentar la emergencia 
ambiental, incide en competencias exclusivas del Poder Ejecutivo, debido a que la Ley 
N°29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (numeral 1, del artículo 4) precisa que el 
diseño y ejecución de políticas compete únicamente a este último; sustentándose en el 
principio de competencia, el cual establece que el Poder Ejecutivo ejerce sus 
competencias exclusivas, no pudiendo delegar ni transferir las funciones y atribuciones 
inherentes a ellas (artículo VI del Título Preliminar de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo). 

Asimismo, se precisa que el Poder Legislativo no puede determinar las materias que 
requieran la implementación de políticas nacionales, debido a que éstas forman parte 
de la Política General de Gobierno, cuya dirección recae en el Presidente de la 
República, de conformidad con el inciso 3 del artículo 118 de la Constitución Política del 
Perú. 

Cabe referir que las competencias y funciones de la PCM están reguladas en la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo, Ley N° 29158, las cuales no tiene relación con diseñar y 
ejecutar políticas y estrategias para enfrentar emergencia ambiental, por tanto no 
corresponde que la PCM participe en este tema. 

Asimismo, en relación a la ejecución de estrategias y planes, debemos indicar que 
conforme al numeral 1 del artículo 25 de la Ley N° 29158, los ministros de Estado son 
los encargados de dirigir el proceso de planeamiento estratégico sectorial, aprobar 
planes de actuación, estrategias y asignar los recursos necesarios para su ejecución. 
En ese sentido, la propuesta del Poder Legislativo debe ser observada, considerando 
que incide en el planeamiento estratégico sectorial del Poder Ejecutivo. 

En adición a lo ante señalado, en una revisión sobre la regulación de este tema, de 
acuerdo con la Ley N° 28804 y su reglamento, Decreto Supremo N° 024-2008-PCM, se 
establece que el Ministerio del Ambiente, de oficio o a pedido de parte, es la autoridad 
competente que declara la emergencia ambiental en concordancia con INDECI, el 
Ministerio de Salud y el gobierno regional. Asimismo, el artículo 11 del reglamento 
desarrolla el procedimiento para la Declaratoria de Emergencia Ambiental y el artículo 
13 desarrolla el alcance del Plan de Acción Inmediato y de Corto Plazo. 

Igualmente, la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria propone que se 
adicione el literal m) en el artículo 10 de la Ley N° 29664, Ley que crea el Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, en el cual se establece que la PCM, en 
su calidad de ente rector del SINAGERD, tiene la atribución de diseñar, elaborar y velar 
por la ejecución de los planes y acciones de intervención derivados de la dectaratoria 
de estado de emergencia que son de competencia nacional. 

En este punto se debe reiterar lo que antes se ha señalado, es decir, conforme al 
numeral 1 del artículo 25 de la Ley N°29158, los ministros de Estado son los encargados 
de dirigir el proceso de planeamiento estratégico sectorial, aprobar planes de actuación 
y asignar los recursos necesarios para su ejecución. En ese sentido, la propuesta del 
Poder Legislativo debe ser observada, considerando que incide en el planeamiento 
estratégico sectorial del Poder Ejecutivo. 



Asimismo, se advierte que la regulación de planes y estrategias en normas con rango 
de Ley, deja poco margen para el perfeccionamiento continuo de dichos instrumentos, 
ya sea por razones operativas, o de estrategia para su cabal cumplimiento, lo cual 
podría ser determinado por el rector del sector vinculado a la materia y los actores 
involucrados. 

Igualmente, se debe tener en cuenta que en el literal b) del referido artículo 10 de la Ley 
N° 29664 señala como función de la PCM, proponer al Presidente de la República, la 
Política Nacional de Gestión de Riesgos de Desastres, así como conducir, supervisar y 
fiscalizar el adecuado funcionamiento de la SINAGERD. 

En la Primera Disposición Complementaria Final se establece que de conformidad al 
artículo 35 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, y en el plazo de 60 
días a partir de la entrada en vigencia de esta ley el Poder Ejecutivo creará la comisión 
multisectorial de naturaleza permanente encargada de realizar el seguimiento, 
monitoreo, fiscalización e informes técnicos de los objetivos y actividades realizadas en 
cada una de las cuencas hidrográficas a que se refiere el artículo 2 de la ley. Para ello, 
debe convocar a los sectores de ambiente, salud y otras entidades competentes. 

Al respecto, se advierte que conforme al TÍTULO IV: de la Ley N° 29158, Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo, referida a las Entidades Públicas del Poder Ejecutivo; las 
Comisiones son creadas a iniciativa de este Poder del Estado, debido a que son 
órganos colegiados que se crean dentro de la estructura de una entidad pública 
preexistente del Poder Ejecutivo (artículo 35 de la Ley N°29158). 

El numeral 13.7, del artículo 13 de la Ley N° 27658, Ley Marco de Modernización de la 
Gestión del Estado, establece que, en el marco del proceso de modernización, la PCM 
evalúa de oficio el funcionamiento de las comisiones y grupos de trabajo, a fin de 
determinar la necesidad de su continuidad. 

Asimismo, el numeral 27.3 y  27.4, del artículo 27 de los Lineamientos de Organización 
del Estado, aprobados por Decreto Supremo N° 054-2018-PCM y modificatorias, 
precisan que la Secretaría de Gestión Pública evalúa de oficio el funcionamiento de las 
comisiones a fin de determinar la necesidad de su continuidad, pudiendo extinguirse 
por resolución ministerial de la PCM. En caso de aqueHas comisiones en las que 
participan otros poderes del Estado o niveles de goberno que encuentran bajo la 
dependencia de una entidad del Poder Ejecutivo, su extinción se aprueba mediante 
decreto supremo refrendado por los ministros de los sectores involucrados previa 
opinión favorable de la Secretaría de Gestión Pública. 

Por lo tanto, considerando que la creación, evaluación de funcionamiento, evaluación 
de necesidad de continuidad y extinción de comisiones constituyen una competencia 
exclusiva del Poder Ejecutivo; la propuesta del Poder Legislativo de condicionar a que 
el Poder Ejecutivo cree una comisión multisectorial de naturaleza permanente en el 
pazo de 60 días debe ser observada. 

4.2. La declaratoria de estado de emergencia tiene como base legal el artículo 137 de la 
Constitución Política, y cuyá procedimiento se encuentra regulada por el Decreto 
Supremo N° 048-2011-PCM que aprueba el Reglamento de la Ley N° 29664, así como 
por el Decreto Supremo N° 074-2014-PCM que aprueba la Norma Complementaria 
sobre la declaratoria de estado de en1ergenca por desastre o peligro inminente en el 
marco de la Ley N' 29664 del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres - 
SINAGERD". 



La declaratoria de estado de emergencia es de naturaleza multisectorial y se aprueba 
cuando la capacidad de respuesta de¡ gobierno regional ha sido sobrepasada, 
correspondiendo a los niveles de emergencia 4 y  5, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 42 de¡ Decreto Supremo N° 048-2011-PCM que aprueba el Reglamento de la 
Ley N° 29664, Ley de creación de¡ Sistema Nacional de Gestión de¡ Riesgo de 
Desastres. La inclusión propuesta para el artículo 10 de la Ley N° 29664, crea confusión 
con la función establecida para el Consejo Nacional de Gestión de¡ Riesgo de 
Desastres. 

Asimismo, el plazo de vigencia de la declaratoria de estado de emergencia es menor y 
difiere de¡ plazo de la declaratoria de emergencia ambiental; por otro lado, solo se puede 
considerar acciones de naturaleza inmediata y necesarias para atender la emergencia 
la inminencia de su ocurrencia, las cuales son ejecutadas por las entidades de los tres 
niveles de gobierno integrantes de¡ SINAGERD, considerando sus competencias, 
dentro de los cuales el INDECI asume la función de seguimiento y coordinación técnica. 

En consecuencia, se observa la inclusión de la modificatoria al artículo 10 de la Ley N° 
29664, más aún cuando al incluirse en una norma cuyo objetivo y contenidos está 
directamente relacionados con la gestión ambiental y por tanto a la declaratoria de 
emergencia ambiental, dicha inclusión produce confusión con la declaratoria de estado 
de emergencia que se enmarca en la temática de gestión de¡ riesgo de desastres. 

4.3. La Ley N° 30215 promueve, regula y supervisa los mecanismos de retribución por 
servicios ecosistémicos que se derivan de acuerdos voluntarios que establecen 
acciones de conservación, recuperación y uso sostenible para asegurar la permanencia 
de los ecosistemas. 

En el artículo 4 de la Autógrafa de Ley se señala que la Superintendencia Nacional de 
Servicios de Saneamiento (SUNASS) eva!úa, identifica, diseña y promueve los 
mecanismos de retribución por servicios ecosistérnicos (MRSE). 

Al respecto, se considera que la empresa prestadora es la encargada de diseñar e 
implementar los MRSE en el sector saneamiento; mientras que la SUNASS - 
considerando su naturaleza de organismo regulador - tiene la función de aprobar las 
normas vinculadas a esta materia y, adicionalmente, brindar asistencia técnica a la 
Empresa Prestadora que lo necesitase para la implementación de los MRSE. 

Cabe resaltar que esta asignación de funciones se sustenta en la normativa propia de 
los MRSE la cual atribuyó a la empresa prestadora la calidad de retribuyente de¡ servicio 
ecosistémico debido a que se beneficia de la conservación de la cuenca que le permite 
brindar el servicio de agua potable a los usuarios, por ¡o que le corresponde la labor de 
diseño e implementación de los MRSE porque está en mejor posición de conocer las 
fuentes que abastecen de agua al área donde presta el servicio; así como también las 
inversiones que aportarán a la conservación de las cuencas. 

4.4. Sobre la afectación al principio constitucional de separación de poderes: 

La supremacía jurídica de la Constitución sobre toda norma legal se encuentra 
establecida en el artículo 51 de la Constitución Política de¡ Perú, cuando se dispone 
que: 



"Artículo 51.- La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la ley, sobre las 
normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente. La publicidad es esencial para la 
vigencia de toda norma del Estado". 

En función a dicho principio constitucional, en el artículo 38 de la Constitución Política 
del Perú también se dispone que: 

"Artículo 38.- Todos los peruanos tienen el deber de honrar al Perú y de proteger los 
intereses nacionales, así como de respetar, cumplir y defender la Constitución y el 
ordenamiento jurídico de la Nación". 

Por consiguiente, se puede señalar que el deber de respetar el Principio jurídico de 
Supremacía de la Constitución corresponde a toda la ciudadanía. Dicha obligación 
recae sobre todo en los Poderes del Estado, en los órganos constitucionales, y también 
en la administración pública; al encontrarse sometidos, en primer lugar, a la Consftución 
Política de manera directa y, en segundo lugar, al principio de legalidad. 

De ese modo, la legitimidad de los actos de los Poderes del Estado, de los órganos 
constitucionales, y de la administración pública, estará determinada por el respeto a la 
Constitución Política del Perú, en primer lugar, y luego a la ley. 

En la línea de lo indicado, en reiteradas oportunidades el Tribunal Constitucional ha 
afirmado que: "la supremacía nonnativa de la Constitución de 1993 se encuentra 
recogida en dos vertientes: una objetiva, conforme a la cual la Constitución se ubica en 
la cúspide del ordenamiento jurídico, prevaleciendo sobre toda norma legal; y una 
subjetiva, en cuyo mérito ningún acto de ¡os poderes públicos ni ia de la colectividad en 
general puede desvincularse de los contenidos de la Constitución". 

De lo mencionado hasta el momento, se puede afirmar que ningún acto de los poderes 
públicos ni la de la colectividad en general puede desvincularse de los contenidos de la 
Constitución Política del Perú. 

Señalado lo anterior, se debe indicar que entre los diversos principios que reconoce la 
norma constitucional, resalta el Principio de Separación de Poderes, bajo el que se rige 
la organización del Gobierno de nuestro país: reconocido en el artículo 43 de la 
Constitución Política del Perú: 

"Estado democrático de derecho. Forma de Gobierno 
Artículo 43- La República del PerÚ es 'democrática, social, independiente y 
soberana. 
El Estado es uno e indivisible. 
Su gobierno es unitario, representativo y descentralizado, y se organiza según el 
principio de la separación de poderes". 

Respecto del Principio de Separación de Poderes, el Tribunal Constitucional ha 
señalado que llega a constituirse en una exigencia ineludible en todo Estado 
Democrático y Social de Derecho, garantía para los derechos constitucionalmente 
reconocidos así como un limite al poder frente al absolutismo y la dictadura. 

Vinculado con dicho principio se encuentra ci Principio de Competencia, recogido en el 
numeral VI del Título Preliminar de la Ley N3  29158, que señala lo siguiente

,
: 

"Artículo VI.- Principio de competencia 



El Poder Ejecutivo ejerce sus competencias sin asumir funciones y atribuciones 
que son cumplidas por los otros niveles de gobierno. 

El Poder Ejecutivo ejerce sus competencias exclusivas, no pudiendo delegar ni 
transferir las funciones y atribuciones inherentes a ellas' 

En este punto, es preciso señalar que, de conformidad con el numeral 3 del artículo 
118 de la Constitución Política del Perú, corresponde al Presidente de la República 
dirigir la política general del Gobierno, disposición concordante con el literal a) del 
numeral 2 del artículo 8 de la Ley N° 29158, norma de desarrollo constitucional, que 
señala que corresponde al Presidente de la República, en su calidad de Jefe del Poder 
Ejecutivo, dirigir y aprobar la política general del Gobierno. Cabe señalar que, de 
acuerdo al numeral 7.1 del artículo 7 del Reglamento que regula las Políticas 
Nacionales, aprobado por Decreto Supremo N° 029-2018-PCM, las Políticas 
Nacionales forman parte de la Política General de Gobierno. 

Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 4, y  el literal a) del 
numeral 23.1 del artículo 23 de la Ley N° 29158, la formulación, planeamiento, dirección, 
diseño, ejecución, coordinación, supervisión y evaluación de las políticas nacionales, 
son de competencia exclusiva del Poder Ejecutivo. 

A ello, debemos agregar que, de acuerdo con el numeral 1 del artículo 25 de la Ley N° 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, establece responsabilidades y funciones de 
los Ministros de Estado, siendo una de ellas la de aprobar planes de actuación y asignar 
recursos necesarios para su ejecución. Dicho dispositivo señala lo siguiente: 

"Artículo 25.- Ministros de Estado 
El Ministro de Estado, con arreglo a la Constitución Política del Perú, es el 
responsable político de la conducción de un sector o sectores del Poder Ejecutivo. 

Los Ministros de Estado orientan, formulan, dirigen, coordinan, determinan, ejecutan, 
supervisan y evalúan las políticas nacionales y secto,iales a su cargo; asimismo, 
asumen la responsabilidad inherente a dicha gestión en el marco de la política 
general del gobierno. Corresponden a los Ministros de Estado las siguientes 
funciones: 

1. Dirigir el proceso de planeamiento estratégico sectorial, en el marco del Sistema 
Nacional de Planeamiento Estratégico y determinar los objetivos sectoriales 
funcionales nacionales aplicables a todos los niveles de gobierno; aprobar los planes 
de actuación; y asignar los recursos necesarios para su ejecución, dentro de los 
límites de las asignaciones presupuestarias correspondientes. ( ... ) 

En tal sentido, se observa que la Autógrafa de Ley materia de análisis, en la primera y 
segunda disposiciones complementarias modificatorias, incide directamente en 
competencias exclusivas del Poder Ejecutivo en materia de diseño y desarrollo de 
políticas nacionales, así como en la atribución de los Ministros de Estado en la dirección 
del planeamiento estratégico sectorial, al plantear la modificación de los literales a) y d) 
del artículo 4 de la Ley N" 28804, Ley que regula la Declaratoria de Emergencia 
Ambiental, estableciendo que la Presidencia del Consejo de Ministros, en coordinación 
con el Ministerio del Ambiente, gobiernos regionales y locales, está a cargo del diseño 
y ejecución de las políticas y estrat3gias para enfrentar la emergencia ambiental, así 
como de la ejecución del Plan de Acción Inmediato y de Corto Plazo, y la modificación 
del artículo 10 de la Ley N° 29664, Ley que crea el Sistema Nacional de Gestón del 
Riesgo de Desastres, estableciendo oue la Presidencia del Coñsejo de Ministros tiene 



la atribución de diseñar, elaborar y velar por la ejecución de los planes y acciones de 
intervención derivados de la declaratoria del estado de emergencia que son de 
competencia nacional, por consiguiente, se puede colegir que la mencionada Autógrafa 
de Ley afectaría el principio de separación de poderes reconocido en el artículo 43 de 
la Constitución Política del Perú. 

Del mismo modo, se observa que la primera disposición complementaria final de la 
Autógrafa de Ley, también vulnera el principio constitucional de separación de poderes 
al que hicimos referencia líneas arriba, al disponer que el Poder Ejecutivo, dentro de 
plazo de 60 días a partir de su vigencia, crea la comisión multisectorial de naturaleza 
permanente encargada de realizar el seguimiento, monitoreo, fiscalización e informes 
técnicos de los objetivos y actividades realizadas en cada una de las cuencas 
hidrográficas a la que se refiere su artículo 2; puesto que, conforme con lo dispuesto en 
el artículo 35 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, el artículo 13 de 
la Ley N° 27658, Ley Marco de Modernización de la Gestión del Estado, y el artículo 27 
de los Lineamientos de Organización del Estado, aprobados por Decreto Supremo N° 
054-2018-PCM. la  creación, evaluación de funcionamiento, evaluación de continuidad 
y extinción de comisiones, son competencia exclusiva del Poder Ejecutivo, no 
correspondiendo al Congreso de la República imponer la creación de Comisiones al 
Poder Ejecutivo mediante una Ley. 

4.5. Sobre la falta de justificación y necesidad de la Autógrafa de Ley: 

El artcuio 2 de la Ley N° 26889, Ley marco para la producción y sistematzación 
legislativa, establece que los proyectos normativos deben estar debidamente 
sustentados en una exposición de motivos. Asimismo, el artículo 2 del Reglamento de 
la Ley marco para la producción y sistematización legislativa (en adelante el 
Reglamento), aprobado por Decreto Suprernó N° 008- 2006-JUS, precisa que la 
exposición de motivos consiste en la fundamentación jurídica de la necesidad de la 
propuesta normativa con una explicación de los aspectos más relevantes. 

Asimismo, el artículo 3 del citado Reglamento señala que como parte del análisis costo 
beneficio se debe sustentar la necesidad de la norma, la que debe estar justificada por 
la naturaleza de los proolemas, los costos y beneficios probables y los mecanismos 
alternativos para su solución. 

En ese mismo sentido, el artículo 75 del Reglamento del Congreso de la República 
dispone que las proposiciones de ley deben contener,  una exposición de motivos donde 
se expresen sus fundariéntos, el efecto de la vigencia de la norma que se propone 
sobre la legislación nacional, y el análisis costo-beneficio de la futura norma legaL 

El Análisis Costo Beneficio (ACB) "es el análisis del impacto social y económico de la 
propuesta del dictamen. Informa y demuestra que el impacto de la propuesta legislativa 
en el aumento del bienestar social es mayor que el costo de su vigencia". Es un marco 
conceptual 'que se utiliza para medir el impacto y los efectos de las propuestas 
normativas sobre diversas variables que afectan a los actores, la sociedad y el bienestar 
general. 

En esa línea, el adecuado desarrollo del ACB debe permitir advertir la necesidad y 
oportunidad de la regulación. Asimismo, dicho análisis integral "debe incluir las razones 
por las cuales la norma no solo es viable sino que es necesaria". 



El análisis señalado, es imprescindible en el contexto actual de nuestro ordenamiento 
jurídico, que se caracteriza por una tendencia a la sobrerregulación, 'inflación 
legislativa" o "inflación normativa"; que como bien ya ha señalado la doctrina, "tiene 
graves consecuencias sobre el ordenamiento jurídico porque, al final de cuentas, este 
termina siendo excesivamente complejo, confuso, disperso y, en algunos casos, 
encontramos normas que sobran o que parecen innecesarias". 

Considerando lo expuesto, es posible colegir que el Dictamen de la Comisión de 
Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente y Ecología; así como el 
Dictamen de la Comisión Agraria, no cumple con sustentar diversos aspectos relevantes 
contenidos en la iniciativa legislativa, requisito necesario para determinar la necesidad 
y oportunidad de su aprobación, como tampoco evalúa de manera adecuada la 
normatividad vigente en la materia que plantea regular. 

En principio, se observa que, ni el Dictamen de la Comisión de Pueblos Andinos, 
Amazónicos, Afroperuanos, Ecología y Ambiente, ni el Dictamen de la Comisión 
Agraria, han tomado en consderación las competencias de la Presidencia del Consejo 
de Ministros y del Ministerio del Ambiente, al momento de proponer la modificación de 
los literales a) y d) del artículo 4 y el artículo 7 de la Ley N° 28804, Ley que regula la 
Declaratoria de Emergencia Ambiental, asignando a la Presidencia del Consejo de 
Ministros el diseño y ejecución de políticas y estrategias necesarias para enfrentar la 
emergencia ambiental, así como la ejecución de el Plan de Acción Inmediato y de Corto 
Plazo; y la presentación de informes ante el Congreso de la República respecto al 
manejo de la emergencia ambental. 

Al respecto, cabe anotar que los artículos 17 y  18 de la Ley N° 29158, Ley Orgárca del 
Poder Ejecutivo, establecen que la Presidencia del Consejo de Ministros es el Ministerio 
responsable de la coordinación de las políticas nacionales y sectoriales del Poder 
Ejecutivo. Coordina las relaciones con los demás Poderes del Estado, los organismos 
constitucionales, gobiernos regionales, gobiernos locales y ¡a sociedad civil; 
correspondiendo al PresIdente del Consejo de Ministros, como parte de sus funciones, 
proponer objetivos del gobierno en el marco de la Política General de Gobierno; 
coordinar y formular las políticas nacionaies de carácter multisectorial en su respectivo 
ámbito de competenciá; entre otros. 

Asimismo, el Texto Integrado del Reglameito de Organización y Funciones de la 
Presidencia del Consejo de Ministros, aprobado por Resolución Ministerial N° 156-
2021-PCM, desarrolla las funciones generales de la Presidencia del Consejo de 
Ministros, las que se sujetan a la Constitución y a Ía Ley. El artículo 3 de dicho 
instrumento, establece que la Presidencia del Consejo de Ministros es competente, a 
nivel nacional en las siguientes materias: Modernización de la Gestión Pública, Etica 
Pública, Integridad y Lucha contra la corrupción, Desarrollo Territorial, 
Descentralización, Demarcación Territorial, Diálogo y Concertacióñ Social, 
Transformeción Digital, Comunicación de las acciones del Poder Ejecutivo, asi como la 
coordinación de las políticas nacionaies de carácter sectorial y multisectorial del poder 
Ejecutivo y la coordinación de las relaciones con los demás Poderés del Estado, los 
organismos constitucionales autóromo, los gobiernos regionales, los gobiernos 
locales, y la sociedad civil, y las demás competencias que le asigne la ley; y, es rector 
del Sistema Administrativo de Modernización de laGestión Pública, Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo de F)e523tre3, SisternaNacional de Transformación [)igital y 
Sistema Nacional de Demarcación Territorial, constituyéndose en la más alta autoridad 
técniconormativa sobre dichas materias. 



Como se puede apreciar, ninguna de las competencias asignadas a la Presidencia del 
Consejo de Ministros, contemplados en la normativa vigente, están relacionados al 
diseño y ejecución de políticas y estrategias para enfrentar emergencia ambiental. 

De otro lado, se advierte que, según la Ley N° 28611, Ley General del Ambiente, la Ley 
N° 28804, Ley que regula la Declaratoria de Emergencia Ambiental, y su reglamento, 
aprobado por Decreto Supremo N° 024-2008-PCM, el Ministerio del Ambiente es la 
autoridad competente que declara la emergencia ambiental, estableciendo además el 
procedimiento para la Declaratoria de Emergencia Ambiental y el alcance del Plan de 
Acción Inmediato y de Corto Plazo. 

Siendo ello así, no solo se evidencia que, según la normativa vigente, ya existe una 
autoridad competente en materia de declaratoria de emergencia ambiental, sino que 
además, la participación de la Presidencia del Consejo de Ministros en dicha materia, 
no está justificada, puesto que, tal como se ha mencionado líneas arriba, dicha materia 
no se encuentra comprendida dentro del ámbito de su competencia, situación que no 
ha sido debidamente evaluada por el legislador. 

En segundo lugar, se observa que Ía Autógrafa de Ley, en la segunda disposición 
complementaria modificatoria, propone incorporar el literal m) al artículo 10 de la Ley N° 
29664, Ley que crea el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres - 
SINAGERD, atribuyendo a la Presidencia del Consejo de Ministros la facultad de 
diseñar, elaborar y velar por la ejecución de los planes y acciones de intervención 
derivados de la Declaratoria de Estado ce Emergencia que sean de competencia 
nacional. 

Al respecto, se advierte que la propuesta legislaliva no ha tomado en áonsideración lo 
señalado en el articulo 11 de la Ley N° 29664, antes citada, según el cual el Consejo 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres - CONAGERD, es el órgano de máximo 
nivel de decisión política y de coordinación estratégica, para la funcionalidad de los 
procesos de la Gestión del Riesgo de Desastres en el país. Tampoco, lo establecido en 
el literal b) del numeral 11.1 del artículo 11 de la referida Ley, que establece que, el 
CONAGERD tiene entre otras, la función, de establecer una plataforma de coordinación 
y decisión política, en coordinación con el Centro de Operaciones de Emergencia 
Nacional en situación de impacto o peligro iriminente de desastres de gran magnitud, 
para lo cual, el citado consejo decide cuáles de sus miembros se mantienen activos 
durante él período detérminado y qué miembros de otras entidádes deben participar en 
calidad de asesoría técnica especializada. 

En ese sentido, la modificación del artículo 10 de la Ley N° 29664, genera confusión 
con las funciones del CONAGERD, como órgano máximo de decisión política y de 
coordinación de la estrategia del SINAGERD, para la funcionalidad de los procesos de 
Gestión del Riesgo de Desastres, en la que, la Presidencia del Consejo de Ministros, 
asume la Secretaría Técnica. 

En tercer lugar, la disposición contenida en el artículo 5 de la Autógrafa de Ley, según 
la cual, los gobiernos regionales y locales ubicados en las áreas de influencia de las 
cuencas hidrográficas pueden promover, diseñar y ejecutar, a través de convenios 
interinstitucionales con el gobierno nacional y los fondos existentes para la remediación 
de las cuencas hidrográficas, los mecanismos de financiamiento para la 
descontaminación, remediación y recuperación de cuencas, devendría en innecesaria, 
toda vez que, tanto la Ley N° 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, como la 



Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, ya contemplan la posibilidad de que 
los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales celebren convenios interinstitucionales. 

Finalmente, se observa que el artículo 4 de la Autógrafa de Ley, según la cual, el 
Ministerio del Ambiente y la SUNASS, evalúan, identifican, diseñan y promueven los 
mecanismos de retribución por servicios ecosistémicos (MRSE), que contribuyan con 
las acciones de conservación, recuperación y uso sostenible de las cuencas 
hidrográficas, no ha tomado en consideración que, de acuerdo con el artículo 27 del 
Texto Unico Ordenado del Decreto Legislativo N° 1280, Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento, 
aprobado por Decreto Supremo N° 005-2020-VIVIENDA, las empresas prestadoras 
deben promover acuerdos para implementar los MRSE, ni el artículo 42 del reglamento 
del Decreto Legislativo N° 1280, aprobado por Decreto Supremo N° 019-2017-
VIVIENDA, que señala que, las empresas prestadoras tienen, entre otras, la función de 
promover e implementar MRSE hídricos incorporándolos en el Plan Maestro Optimizado 
(PMO), conforme a las disposiciones que emita la SUNASS. 

En tal sentido, se advierte que, según dichas normas, la empresa prestadora es la 
encargada de diseñar e implementar los MRSE en el sector saneamiento, 
correspondiéndole a la SUNASS, como organismo regulador, de acuerdo al artículo 7 
del Reglamento del Decreto Legislativo N° 1280. aprobar las normas de la materia, así 
como brindar asistencia técnica a las empresas prestadoras que la necesiten, para su 
impiementación, situación que no ha sido evalu?da por el legislador en la Autógrafa de 
Ley, por lo que se tiene que prescindir del citado artículo 4 de la iniciativa legislativa. 

S. Consideraciones del Ministerio de Economía y Finanzas 

5.1. Sobre la gestión de inversiones y el uso de recursos públicos 

El artículo 4 de la Ley N° 29158, Ley,  Orgánica del Poder Ejecutivo, en concordancia 
con el artículo 119 de la Constitución Política del Perú, señala que los Ministerios son 
los encargados de diseñar, establecer, ejecutar y supervisar las políticas nacionales y 
sectoriales, asumiendo l rectoria respecto de ellas. Asimismo, los Gobiernos 
Regionales y los Gobiernos Locales, en el merco de sus funciones previstas en la Ley 
N° 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, y la Ley N° 27972, Ley Orgánica de 
Municipalidades, son los responsables de proinover !a adecuada prestación de los 
servicios públicos y el desarrollo integral sostenible de su circunscripción, conforme a 
sus respectivos planes concerrados en armonía con las políticas y planes nacionales 

En esa misma línea, según la normativa del Sistema Nacional de Programación 
Multianual y Gestión de Inversiones, corresponde a los Sectores, Gobiernos Regionales 
y Gobiernos Locales, en el ámbito de sus respectivas competencias, determinar las 
brechas de infraestructura o de acceso a servicios públicos, así como definir los 
objetivos a alcanzar respecto a dichas brechas mediante el establecimiento de metas e 
indicadores, de acuerdo con los objetivos nacionales, regionales y locales establecidos 
en a planificación estratégica2. 

Asimismo, sobre la base del diagnóstico de brechas y objetivos establecidos, las 
entidades definen sus criterios de priorizació'n para la selección de la cartera dé 
inversiones, debiendo conide!arsc para ello, la capacidad de gasto de capital y del 

2 De conformidad con lo establecido en los articulas 3 y 4 del Decreto Legislativo N° 1252, Decreto Legis!ativo que creó el 
Sistema Nacional de Programación Multianuai y Gestión de lnveriones, y modificatorias. 



gasto corriente para su operación y mantenimiento, así como la continuidad de las 
inversiones que se encuentran en ejecución. 

Luego de ello, se evalúa la viabilidad de los proyectos de inversión, para lo cual se 
desarrolla la fase de Formulación y Evaluación, como requisito previo a la fase de 
Ejecución y se aplica cuando a través de la ficha técnica o estudio de preinversión el 
proyecto ha evidenciado estar alineado al cierre de brechas de infraestructura o de 
acceso a servicios, tener una contribución al bienestar de la población beneficiaria y al 
resto de la sociedad en general y que dicho bienestar sea sostenible durante el 
funcionamiento del proyecto. En la fase de Formulación y Evaluación el análisis también 
debe incluir, la evaluación de la disponibilidad de recursos. 

Después de contar con la declaración de viabilidad las inversiones ingresan a la fase 
de Ejecución del Ciclo de Inversión, que comprende la elaboración del expediente 
técnico o documento equivalente y la ejecución física de las inversiones. Una vez 
culminada la ejecución física de las inversiones y habiéndose efectuado la recepción de 
l os activos de acuerdo con la normativa de la materia, la Unidad Ejecutora de 
Inversiones realiza la entrega física de las mismas a la entidad titular de los activos o 
responsable de la provisión de los servicios en la fase de Funcionamiento. 

Dicha fase de Funcionamiento comprende la operación y mantenimiento de los activos 
generados con la ejecución de la inversión y la provisión de los servicios implementados 
con dicha inversión. En esta fase las inversiones pueden ser objeto de evaluaciones ex 
post, así como la rendición de cuentas. La operación y mantenimiento de los activos 
generados con la ejecución de las inversiones, así como la provisión de los servicios 
implementados con dichas inversiones, con base en las estimaciones realizadas en la 
fase de Formulación y Evaluación, se encuentra a cargo de la entidad titular de los 
activos o responsable de la provisión de los servicios. 

En ese sentido, es competencia de cada Sector. Gobierno Regional y Gobierno Local 
determinar sus brechas de infraestructura o de acceso a servicios públicos, definir sus 
critérios de priorización para la selección de la cartera de inversiones, formular y evaluar 
sus inversiones, ejecutar dichas inversiones en base a los estudios de preinversión o 
fichas técnicas, así como efectuar la operación y mantenimiento de los activos 
generados con la ejecución de la inversión y la provisión de los servicios 
implementados. 

De otro ládo, cabe señalar que conforme a la información registrada en el aphcativo 
informático del Banco de Inversiones existen veinte (20) inversiones3  vinculadas al 
numeral 2.4 del aítícuo 2 de la Autógrafa de Ley, conforme a losiguiente: 

Anexo N 01: Inversiones vinculadas a la Autógrafa de Ley 

PRo\F:erosI)F'IN'LRl(,oJrr'l '.I)()S Al, IRI A N] l  ~ \10 II ,,.I II 'II' 'lI 1 \',(, liII( OC 

AMAI T SNIP AMPLIACION Y MEJOIEAMIESTO DL UI DEL 
NACIUN 61 1 70,86 / LOÇ ERVIÇI(CS DE \( E A 8(1 P 1 E 1 8 1 

DL 0107/ Ql 1 148 08 4(1160 i SI cu 
Y ALCANTARiLLADO DE E.6 (IID\D NACIONAl. 

SA6IIIiN. 2331601 DEJULIACA - PUNO EF ro' 

3 De acceso público a través de los siguientes eniaces: 
Banco de Inversiones https://cfi5.mef  Qoh.perinvierte/consuitDpublica/consultainversiones 
Sistema de Seguimiento de Inversiones Ittpil 11ofi5.1ef.qpb.ç.LssiAoi/index 



SANEAM lEN 
rO URBANO 

RENO VACION DE LAGUNA DE 
TRATAMIENTO DE AGUAS 

RESIDUALES ADQUISICION DE 
SISTEMA DE PRETRATAMIENTO, EN PROGR MA PROGRAMA 

EL(LA) EN LA PLANTA DE NACIONAL N 9CIONAL 
SI 2 2450192 

TRATAMIENTO DE AGUAS DE DE 20(06/2019 29.192,81793 ACTIVO 

RESIDUALES - A LOCALIDAD SANEAMIEN SANEAMIEN 

CI-IILLA, DISTRITO DE JULIACA, TO URBANO TO URBANO 

PROVINCIA SAN ROMAN. 
DEPARTAMENTO PUNO  

MEJORAMIENTO Y AMPI lAdÓN DI 
LOS SERSICIOS DE AGUA POTABLE, MUNICIPAl! MUNICIPAL! 

ALCANTARILLADO Y PLANTA DE DAD DAD 
3 2288258 PRATAMIENTO DE AG!JS DISTRITAL DISTRITAL 24,10/2016 II 861.70500 ACTIVO NO 

RESIDUALES DE LA CIUDAD DE DE SANTA DE SANTA 
MAZOCRUZ. DISTRI'IO DE SAN'FA ROSA ROSA 

ROSA - EL COLL AO - PUNO 

NIEJORAMIF/N'I'O DE LOS SER\'ICIOS 
DL AGUA POTABLE. 

ALCANTARILLADO E INSTALACION ' 
OIUNICII' OIl MUN'C!PALI 

4 22123 20 T.' DE NA PLAN'IA DE TRATAMIENTO 
DI T

A  
DAD 

09/07/2012 9.651,47068 ACTIVO si 

DE AGUAS RESIDUAIJ/S DE !.A DIO'! Rl AL 

CIUDAD DEACCRA, DISTRITO DE DE (0 A 

ACORO- PUNO - PUNO 

MEJORAMIENTO Y AMPI.IACIONI ECL 
SERVICIO DE ALEAN rARlL,L.AOI) E 

INSTALACION DE PL.\N"/A DE 1v!) 'NICIPAI 1 
-' 

MUNICIPAl 1 

5 2493994 TRATAMIENTO DF AOL' -OS 
DAD 

D10'IRIT\L 
A 

DIS Rl A 01 08 020 1 4 5  160 ACTIO O NO RE ID JALE E LA l OC 91 lIlAO DE 
MAÑAZO DEI. DISTRITO DE 91 A ALO DE DI- 

PRO\ INCIA DE PUNO - 
91 \Ñ O/O 
- 

. / . M ANA.O 

DEPARTAMENTO DE PUNO 

AMPLIACION Y MEJORAMIENTO GEL 
SISTEMA DE AGUA POTABLE, MUNICIPAl 1 MUNI(IPALI 

ALCANTARILLADO Y I'LA,TA DE 13,0) DA!) 
TRATAMIFN'FO DE 'CIAS DISIRITAL Ii!STRILAL 6 ''/985! 

RESIDUALES DEL CENTRO POBLADO JI- PEDRO DE PEDRO 
i"/C'4"O7 5 935 SçI/ 00 ACTIVO 

DE AJJATIRA, DISTRITO I)C PEDRO VI! CA O LEA 
VILCA AI'A7,A - SAN ANTONIO DE APOZO AlA/A 

PL LINA - PUNO 

MEJORAMIENTO Y AMPLIACION DE 
LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE, 

ALCANTARILLADO SANITARIO Y MUNICIPAL! MI NICIPALI 

7 '457150 PLANTA DE TRATAMIENTO DE DAD DAD 
'1 '10/NOS 5 5'-1 M4 '4 ACTiVO NO AGUAS RESIDUALES DEL OMBI1O PROVINCIA PROVINCIA - '" ' - 

URBANO DEL DIS I'R!lO DE CONIMA E DE MOHO EDO MOHO 
PROVINCIA DE 510)10 

DEPARTAMENTO_DE_PUNO  

MEJORAMIENTO Y AMPLIACION DII. 
SISTEMA DO .\GUA POTABLE 

DESAGUE- REDES DISTRIBI.'IC!ON 
M k LN IPALI MLNIC IPALI 

DA) DAD 
8 33 

DE TRATAN11ENTO DE 
S

PLANTA D!sTRFrAL DISTRITAL 13/04/2011 7,088 1)4! 45 
DI DE 

 
ACTIVO 

AGUAS RESIDUALES LOCALIDAI) 
CRUCERO DISTRITO DE CRUCERO. ' CRVCFRO R LCPR O 

CARABAYA - PUNO 

MEJORAMIENTO Y AMPI.ACION Di/E 
SISTEMA DE AGUA POTABLE. 

ALCANTARILLADO Y CREACION 01/ MIJNII'IPALI NIUNICIPALI 

'45 7155 
LA PLANTA DE  TRATAMIENTO DE  DA!) DAD 

'I/IO/'019 3 7028846 ACTIVO NO - ' 
' AGUAS RESIDI.I.ALES EN EL CENTRO P1000 NCGO PROVINCIA 

POBLADO DE NINANTAYA DEL 
DISTRITO DE MOHO - PROVINCIA DE 

LOE MOHO 1, DII 5101-10 

MOHO - DEPARTAMENTO DE PUNO 

AMPLIACION Y MEJORAMIENTO DEL 
SISTEMA DE AGUA POTABLE, MUNICIPALI ML'EICIPALI 

ALCANTARILLADO Y PLANTA DE DAD DAD 

lO /334578 TRATAMIENTO DE AGUAS DISTRI 1-Al. Dls'rRITAI.,041,01 _ 
2 7') 8/700 ACTIVO NO RESIDUALES DOCA LOCALIDAD DF DE PEDRO DE PEDRO 

AYRAMPUNI PEDRO VILCA APAZ,S, VILCA  
DISTRITO DE PEDRO VILCA APAZA- ,\PAZ % .OPAL\ 

SAN ANTONIO DE PUTINA- PUNO 

INSTA.LACION DEL 
ALCANTARILLADO Y PI,ANTA DE 

SISTEMA DL 
 

MUNICII'AI.I 
UAD TRATAMIENTO DE AGUAS DAD  I'R(IOINI. lA si 11 2101847 RESIDUALES EN EL CENTRO 

P001 900 DE CHIJICIIAYA DEL 
PROVINO".', 

L II 
9.05/2009 1,894.46674 ACTIVO 

______ 

DISTRITO DE lLAVE, PROVINCIA DE  
EL COLLAO . PUNO 

COI./ 00 
., 10 .LAO- 

II.A ,, 

INSTALACION PLANTO 01/ MUNICIPAL! MUNIC!I'ALi 

121 
TRATAMIENTO DE AGUAS DAD DAD 

2159582 RESIDUALES DE[ CENTRO POBLADO DISTRII'AL DISTRITAL 25/04,2012 1,618.947,00 ACTIVO NO 
LAR!MAYO. DISTRITO DE ANT -'UT . ' hE DE 

MUGAR- PUNO AN i AOl A ANTAU1 A 



MEJORAMIENTO DEL SISTEMA DE MUNICIPALI MUNICIPAL! 
LA PLANTA DE TRATAMIENTO DE DAD DAD 

II - 28'I26 
AGUAS RESIDUALES EN LA DISTRITAL DISTRITAL 

ÚY0S/0I7 1 44' 00603 ACTIVO N I' 
' LOCALIDAD DE INCI-ILrPALLA DEL, DE DE ' - 

DISTRITO DE INCI-IUPALLA - INCIIUPALL INCIIUPALI. 
I-IUANCANE - PUNO A A  

MEJORAMIENTO DEL PROCESO DE 
TRATAMIENTO DE LA PLANTA DE 

1-' '3S180 TRATAMIENTO DE AGUAS EPS PUNO EPS PUNO 
07'09/'017 1 '64 "330 ACTI\'O NI' - RESIDUALES DE ALTO PUNO. DE LA S.A SA ' - 

' 

CIUDAD DE PUNO, DISTRITO DE 
PUNO, PROVINCIA DE PUNO. PUNO 

MEJORAMIENTO DE!, SISTEMA DE 
LA PLANTA DE TRATAMIENTO DE MUNICIPAL! MuN!CIr'AI.I 

II )6 I47'I 
AGUAS RESIDUALES VILQUE DEL DAD DAD 

2/O1,021 80559773 ACTIVO  NI' -. DISTRITO  DE VILQUE  - PROVINCIA DISTRITAL D!STRITAL " ' - 

DE PUNO DEPARTAMENTO DE DE VILQUE 1  DE VILQUE 
PUNO  

REPARACION DE PTAR. EN EL(LA) 
INFRAES1RLICTLfRA Y EQUIPOS 

MIJNICIPALI MUNICIPAl I ELECTROMECANICOS DE LA 
DAD DA!' 

Ib 2408980 
PLANTA DI? TRATAMII.N FI) DE 

DISTRITAI. I'OSTRITAL 000E/2020 76.08022 \CTI\'O  si 
AGIOS RESIDUALES DE LA 

DE 'E LOCALIDAD DE CRUCERO DEL ... 
RL'CI'RO EkU ERO DISTRITO DE CRUCERO, PROVINCIA 

CARABAYA, DEPARTAMENTO PUNO 
ADQUI%ICION DE TERRENO, EN 

,1 ML'N'CI°\I ' MI'NIC'P OIl EL(LA) PlANTA DE  TRATAMIENTO 
. 

17 2441239 DEAGUA S  RESIDUALES EN LA 
PRO\INUIA 'RI)VINCIA ?,'0.i,2019 59,57'.I2 ACTIVO 

Si 
LOCALIDAD AYAVIRL, DISTRITO DE 

AYAVIRI, PROVINCIA MELGAR, 
MÍ'I GAA 1 AIF! DEPARTAMENTO PUNO 

ADQUISICIÓN DE TERRENO PARA 
EDIFICACION PÚBLICA, EN LA 
LOCALIDAD DE LARAQI!FRI MUNICIPAL! MUNICIPAL! 

(ADQUISICION DE TERRENO PARA DAD DAD 
lO 2430046 PLANTA DE TRATAMIENTO DE 

AGUAS RESIDUALES I'TAR). 
DISTRITAL 

DI? 
DiSTRITAI, 

DE 
1209/2018 5000000 ACTIVO NL 

OIS'I'RI'I'O DE PICHACANI, PICI-IACANI PICHACANI 
PROVINCIA PUNO. DEPARTAMETrO 

T 
PUNO  

ADQL 1111 ION DE CELDA DL 
TLANSFORAIADOR, EN EL!! A! 
SISTEMA DE AGUA POTAELE, 

DESAGIJE -REDES DE MI]NICIAI.I MUNICIPALI 
DISTRIOUCIÓN, CONEXIONES DAD ' DAD 

1,1 2477374 DOMICILIARIAS Y PLAN1 A DE 
TRATAMIENTO DE AGUAS 

D!SI RITAL 
'2!' 

INSTPI1AI, 
DE 

1 1(01,1/2026 62,24786 ACTIVO 

RESIDUALES EN'-', I.00A'.IDAD CRUCERO CRUCERO 
CRUCERO, DIS FRITO DF. CRUCERO, 

rRDvINCIA'C AR OIT AYA, 
DEPARTAMENTO PUNO  

ADQUISICION DE TERRENO EN 
EL(LA; PLANTA DE 'rRATAMIENTO MI/NICIPALI MUNICIPALI 

- '0 - '49364! 
DE AGL'AS RESIDLIAI.ES  EN LA DAD DAD 

04'07/'019 1000000 1 ACTIVO 
SI 

' LOCALIDAD .AJOYANI, I4ISTR!'I'O DE  DISIRITAL DISTRI'FAI. ' - 

AJOYANI. PI006'INCIAC.60ASAYA. I'r \JOV'\Ni DE .\IOYANI 
DEPARTAMENTO 1' 50 

Fuente: Banco de InversiorIes - MEF 

Por los 'motivos expuestos, se formula observación al numeral 2.4 del artículo 2 y 
artículo 3 de la Autógrafa de Ley, debido a que las declaraciones de necesidad pública 
y de interés nacional para la ejecución de inversiones de las entidades públicas del 
Sector, Gobierno Regional y Gobierno Local. aunque puedan ser consideradas como 
medidas meramente declarativas no son consistentes con la estructura técnico-
normativa del Sistema Nacional de Programación Multianual y Gestión de Inversiones, 
la cual tiene por finalidad que el Estado, en sus tres niveles de Gobierno realice una 
programación muitianual de sus inversiones consistente con los objetivos de la 
planificación estratégica y con la programación de su presupuesto, en el marco de un 
manejo sostenible de las finanzas públicas. 

Con relación a la propuesta contenida en los numerales 2.1 y  2.3 del artículo 2 de la 
Autógrafa de ley, cabe señalar que en caso se requiera de intervenciones que tengan 
por objeto la protección, descontaminación, remediación y recuperació,n de cuenças 
hidrográficas contaminadas' en diversas regiones del país, asi como para la prevención, 
remediación, conservación, prótección y  puesta en valor de di'ersas lagunas y lagos, 
corresponde aplicar la normativa del Sistema Nacional de Programación Multianual y 
Gestión de Inversiónes. ' 

NO 

NO 

NO 

si 



Atentamente, 

JOSÉ PEDRO 0 
Presidente 

TILLO TERRONES 
la República 
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Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales, para la descontaminación, remediación 
y recuperación de cuencas hidrográficas— deviene en innecesaria, toda vez que el 
marco normativo vigente_aplicable al mecanismo de Oxi ya permite la ejecución y 
financiamiento de proyectos de inversión en materias de ambiente y remediación de 
pasivos ambientales. 

5.3. Sobre el análisis presupuestario a la Autógrafa de Ley 

Sin perjuicio de ello, y desde el ámbito estrictamente presupuestario, se formula 
observación al proyecto de norma toda vez que en la exposición de motivos que la 
sustenta, no se incluye un análisis costo-beneficio en términos cuantitativos y 
cualitativos de la propuesta, ni una evaluación presupuestal de los pliegos involucrados 
que demuestre la disponibilidad de créditos presupuestarios que permitan financiar las 
medidas contempladas en la Autógrafa, tales como la ejecución prioritaria de proyectos 
de inversión para el tratamiento de aguas residuales en el lago Titicaca y la elaboración 
de un plan de descontaminación, remediación y recuperación que contenga como 
mínimo línea de base, indicadores y cronograma. 

En ese sentido, la Autógrafa de Ley vulneraria las reglas para la estabilidad 
presupuestaria reguladas en los incisos 3 y 4 del numeral 2.2 del artículo 2 de la Ley N° 
31085, Ley de Equilibno Financiero del Presupuesto del Sector Público para el Año 
Fiscal 2021, que establece que todo proyecto normativo debe contar con una evaluación 
presupuestal que demuestre la disponibilidad de los créditos presupuestahos que 
puedan ser destinados a su aplicación, así corno el impacto de dicha aplicacion en el 
Presupuesto del Sector Público y un análisis de costo beneficio en términos 
cuantitativos y cualitativos. 

Asimismo, se advierte que, de implementarse la propuesta normativa, se contravendría 
el Principio de Equilibrio Presupuestario contemplado en el artículo 78 de la Constitución 
Política del Perú y en el inciso 1 del numeral 2.1 del artículo 2 del Decreto Legislativo 
N° 1440, Decreto Legislativo del Sistema Nacional de Presupuesto Público, dado que 
la misma implicaría demandas adicionales que no han sido previstas en la Ley de 
Presupuesto del Sector Público presente Año Fiscal. 

Finalmente, es preciso añadir que, al tratarse de una norma de iniciativa congresal, se 
debe tener en cuenta lo establecido en el artículo 79 de la Constitución Política del Perú, 
respecto a que "Los representantes anta el Congreso no tienen iniciativa para crear o 
aumentar gastos públicos, salvo en lo que se refiere a su presupuesto (...)". Por tanto, 
la Autógrafa de Ley vulneraría lo di3puesto en el citado artículo constitucional. 

Por las razones expuestas, se observa la Autógrafa de Ley, en aplicación del artículo 108 
de la Constitución Política del Perú. 



Proyecto de Ley: 4528/2018-GR y otros. 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Lima,J.k de agosto de 2021 

Pase a la Comisión de Pueblos Andinos, 
Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente y 
Ecología, con cargo de dar cuenta de este 
procedimiento al Consejo Directivo. 

flflU... •UflUUUSflS ............ 

HUGc3 ROVIRA ZAGAL 
Oficial Mayor 

CONGRESO DE LA REPUBUCA 



EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; 

Ha dado la Ley siguiente: 

LEY QUE ESTABLECE LAS ACCIONES DE PROTECCIÓN, 

DESCONTAMINACIÓN, REMEDIA CIÓN Y RECUPERACIÓN DE 

CUENCAS HIDROGRÁFICAS AFECTADAS POR DAÑOS 

AMBIENTALES 

Artículo 1. Objeto de la Ley 

La presente ley tiene por objeto establecer las acciones de protección, 

descontaminación, remediación y recuperación de cuencas hidrográficas 

contaminadas en diversas regiones del país, a fin de cautelar y garantizar el 

ejercicio de los derechos a la vida, salud e integridad de las personas y 

comunidades, en especial, de aquellas más vulnerables a los efectos negativos de 

la contaminación de los recursos hídricos. 

Artículo 2. Declaración de necesidad pública e interés nacional 

Vo 

L4 

2.]. Decíárase de necesidad pública e interés nacional la descontaminación, 

remediación y recuperación de las fuentes y cuerpos de agua de las 

siguientes cuencas hidrográficas: 

Cuenca del río Nanay, provincia de Maynas en la región Loreto. 

Cuenca de los ríos Coata, Ramis, Jllpa, llave, Huancané y Suches, 

provincias de San Román, Lampa, Puno, Huancané, Azángaro, Melgar, 

Putina y El Collao, en la región Puno. 

Cuenca del río Santa, provincias de Bolognesi, Recuay, Huaraz, 

Carhuaz, Yungay, Huaylas, Corongo, Pal/asca y Santa en la región 

Áncash; yprovincias de Santiago de Chucoy Huamachuco en la región 

La Libertad. 

d. Cuenca del río Moche, provincias de Trujillo, Otuzco, Santiago de 

Chuco y Julcán en la región La Libertad. 
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e. Cuenca del río Chicama, provincias de Ascope, Gran Chimú, Otuzco, 

Santiago de Chuco en la región La Libertad, y provincias de Cajamarca 

- 

y Contumazá en la región Cajamarca. 

f Cuenca del río Jequetepe que, provincias de Pacas mayo y Chepén en la 

región La Libertad; y provincias de Cajamarca, Contumazá, San Pablo 

y San Miguel en la región Cajamarca. 

Cuenca del río Vilcanota, en las provincias de Canchis, Quispicanchis, 

Calca y Urubamba en la región Cusco. 

Cuenca de los ríos Tambo, Vizcachas, Titire, ('arumas, Chilota, 

Margaritani y C'orala que, provincia de Sánchez Cerro en la región 

Moquegua. 

Cuenca de los ríos Ilo-Osmore-Moquegua, Huaracane, Torata, A sana, 

Tumilaca, Arondaya y Titjjones, provincia Mariscal Nieto en la región 

Moquegua. 

Cuenca de los ríos Patara, Antajarane y Tocco del embalse Pasto 

Grande, provincia Mariscal Nieto en la región Moquegua. 

Cuenca del río Tambo, provincia de ls/ay en la región Arequipa. 

1. Cuenca del río Napo, región Loreto. 

Cuenca del río Tingo, provincia de Pasco, en la región Pasco. 

Cuenca del río Huallaga, en las regiones Pasco y Huánuco. 

ñ. Cuenca del río Llallimayo, provincia de Melgar, en la región Puno. 

Cuenca de los ríos Marañón y Chambira, distrito de Urarinas, distrito 

y región Loreto. 

Cuenca del río Corrientes, distritos de Trompeteros y Urarinas, región 

Loreto. 

Cuenca del río Pastaza, provincias de Alto Amazonas y Loreto, región 

Loreto. 

Cuenca del río Tigre, provincias de Alto Amazonas y Loreto, región 

Loreto. 
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2.2. Declárase de necesidad pública e interés nacional la fitorremediación con 

tE L plantas arbustivas yforestales para la mitigación y remediación de la cuenca 

del río Puyango-Tumbes en la región Tumbes. El Estado, en sus tres niveles 
A.  DA 

de gobierno, promueve su difusión,  evaluación e implementación, en 

especial, en las politicas forestales nacionales. 

2.3. 
r,O 14 

Declárase de necesidad pública e interés nacional la prevención, 

remediación, conservación, protección y puesta en valor de las siguientes 

lagunas y lagos: 

La laguna de Umayo, distrito de Atuncolla, provincia de Puno, región 

Puno. 
/L4 

La laguna de Yarinacocha, ubicada en el distrito de Yarinachocha, 
°B ° 

* Y. EZ provincia de Coronel Portillo, región Ucayali. 
,1 

La laguna de Chacas, distrito de Juliaca, provincia de San Román, 

región Puno. 

La laguna de Salinas, distrito de San Juan de Tarucani, provincia de 

Arequipa, región Arequipa. 

El lago Chinchaycocha y sus afluentes del río Ragra y San Juan, en las 

regiones de Junín y Pasco. 

f El lago Rimachi, distrito Pas taza, provincia Datem del Marañon, 

región Loreto. 

2.4. Declárase de necesidad pública e interés nacional la ejecución prioritaria 

de proyectos de inversión orientados al tratamiento de aguas residuales en 

el lago Titicaca, así como las acciones de recuperación y protección los 

afluentes hidrográficos y los álveos de la bahía del lago Titicaca, a fin de 

garantizar la intangibilidad de su área fis ica, la salud pública y el 

sostenimiento ambiental de su cuerpo de agua. 

Para efectos de la presente ley, se entiende como "álveo" a la faja marginal 

y/o área acuática - terreno ganado de conformidad con lo dispuesto por el 

Decreto Legislativo 1147, Decreto Legislativo que regula el fortalecimiento 

de las Fuerzas Armadas en las competencias de la Autoridad Marítima 
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Nacional - Dirección General de Capitanías y Guardacostas, y su 

reglamento respectivo. 

2.5. Reconócese que los ríos, lagos y lagunas del Perú tienen derecho a existir y 

a regenerar sus ciclos vitales y procesos evolutivos. 

Artículo 3. Acciones prioritarias de prevención, conservación, mitigación y 

remediación 

40, 
DEL4 

3.1. Bajo responsabilidad, en un plazo no mayor de noventa (90) días calendario 

contados a partir de la vigencia de la presente lev, los sectores competentes 

del Poder Ejecutivo, en coordinación con los gobiernos regionales y locales 

de las cuencas hidrográficas mencionadas en el artículo 2 de la presente ley, 

determinan las acciones prioritarias para su descontaminacion, remediación 

Y. EZ * y recuperación, considerando los siguientes elementos: 

0 a. Identificación de los daños e impactos ambientales y sus efectos en la 

vida y en la salud de las personas. 

Determinación de las causas o factores que los producen. 

Evaluación, ident(ficación y cuantificación de impactos en los servicios 

ecosistémicos hídricos. 

Soluciones técnicas viables y priorización de alternativas. 

Acciones prioritarias de gestión, coordinación y cooperación 

internacional por daños ambientales transfronterizos que tienen su 

fuente en alguno de los países vecinos, de ser el caso. 

f Elaboración de un pian de descontaminación, remediación y 

recuperación que contenga, como mínimo, línea base, indicadores y 

cronograma. 

3.2. Para ese fin, los sectores competentes del Poder Ejecutivo garantizan la 

participación efectiva de las organizaciones de la sociedad civil, juntas de 

usuarios, organizaciones locales y pueblos indígenas u originarios 

localizados en dichas áreas. 
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Artículo 4. Acciones prioritarias de prevención y conservación 

En un plazo no mayor de noventa (90) días calendario contados a partir de la 

vigencia de la presente ley, el Ministerio del Ambiente y la Superintendencia 

Nacional de Servicios de Saneamiento (SUNASS), evalúan, identWcan, diseñan y 

promueven los mecanismos de retribución por servicios ecosistémicos (MRSE), 

que contribuyan con las acciones de conservación, recuperación y uso sostenible 

de las cuencas hidrográficas referidas en el artículo 2 de la presente ley, afin de 

asegurar la permanencia de los beneficios generados por sus ecos istemas. 

Artículo 5. Financiamiento a nivel regional y loca/para la descontaminación y 

recuperación 

En el marco de sus competencias constitucionales y legales, los gobiernos 

regionales y locales ubicados en las áreas de influencia de las cuencas 

hidrográficas referidas en el artículo 2 de la presente ley pueden promover, 

diseñar y ejecutar, a través de convenios interinstitucionales con el gobierno 

nacional y los fondos existentes para la remediación de las cuencas hidrográficas, 

los mecanismos de financiamiento para la descontaminación, remediación y 

recuperación de dichas cuencas, tales como: 

Subvenciones a personas jurídicas de conformidad con lo establecido en el 

artículo 71 del Decreto Legislativo 1440, Decreto Legislativo del Sistema 

Nacional de Presupuesto. 

Obras por impuestos. 

C. Contribuciones regionales y locales. 

Mecanismos de Retribución por Servicios Ecosistémicos (MRSE). 

Otros que sean de su competencia. 

Artículo 6. Informes semestrales 

El Poder Ejecutivo informa, con periodicidad semestral, a la Comisión de Pueblos 

Andinos, Amazónicos, Afroperuanos, Ambiente y Ecología del Congreso de la 

República, el cumplimiento de los objetivos y actividades derivadas de la 

aplicación de la presente ley. 

011.4 



DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS MODIFICA TORIAS 

PRIMERA. Modjficación de la Ley 28804, Ley que regula la Declaratoria de 

Emergencia Ambiental 
VO 

A. DA IL.A ' 
ModWcanse los literales a) y d) y adiciónase el literal 0 en el artículo 4, 

modjfícase el artículo 7 de la Ley 28804, Ley que regula la Declaratoria de 

Emergencia Ambiental, en los terminos siguientes: 

DEU "Artículo 4.- De los responsables y las funciones 
00 

H. 
 8 La Presidencia del Consejo de Ministros, en coordinación con el Ministerio 

del Ambiente, los gobiernos regionales y los gobiernos locales de las áreas 

afectadas, están encargados de diseiar y ejecutar las políticas y estrategias 

necesarias para enfrentar la emergencia ambiental, con la participación 

económica y técnica de los responsables de la contaminación, a cuyo fin 

realizan prioritariamente las siguientes acciones: 

a) Ejecutar el Plan de Acción Inmediato y de Corto Plazo a que se refiere 

el tercer párrafo del artículo 2 de la presente ley. Estos planes deberán 

contar, obligatoriamente y bajo responsabilidad, con una línea de base, 

indicadores de desempeno y un cronograma que permitan evaluar el 

impacto y efectividad de las medidas adoptadas durante la declaratoria 

de emergencia ambiental. 

[ ... ] 

d) Reducir y/o eliminar las emisiones o vertimientos de sustancias 

contaminantes relacionadas con la emergencia ambiental. Esto incluye 

la identificación de la fuente de la contaminación. 

1) Realizar coordinaciones intergubernamentales a través del Ministerio 

de Relaciones Exteriores con países, organismos internacionales e 

intergubernamentales sobre materia ambiental y otros, con el objeto de 

identificar, mitigar, remediar o compensar daños ambientales 

transfronterizos, y establecer los mecanismos de cooperación 
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intergubernamental necesarios para elaborar e implementar el Plan de 

Acción Inmediato y de Corto Plazo respectivo. 
ELA 

0 
Articulo 7.- De los informes 

A. DA ILA La Presidencia del Consejo de Ministros, en coordinación con el Ministerio 

del Ambiente, los gobiernos regionales y los gobiernos locales de las áreas 

de influencia de las cuencas, presenta ante las Comisiones del Congreso de 

D 

la Republica competentes en temas ambientales y de salud, un informe a 

mitad y al final del periodo de la emergencia ambiental, sobre el manejo de 

la emergencia, el restablecimiento de la salud de la población y la 14. 
?ww/ 

recuperación de la calidad ambiental y de los recursos naturales en la zona 
4. 

geografica declarada en emergencia. 
V°B°  

* Y. REZ * El informe detalla el nivel de cumplimiento de los indicadores de desempeño 

O, .o' señalados en el literal a) del artículo 4, así como la determinación de las 

responsabilidades administrativas a que hubiera lugar y las acciones que 

recomiendan priorizar con posterioridad a la declaratoria de emergencia ". 

SEGUNDA. Modificación de la Ley 29664, Ley que crea el Sistema Nacional de 

Gestión del Riesgo de Desastres (SINA GERD) 

Agrégase el literal m) en el artículo 10 de la Ley 29664, Ley que crea el Sistema 

Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SINAGERD), en los términos 

5 iguientes: 

"Artículo 10.- Atribuciones de la Presidencia del Consejo de Ministros 

La Presidencia del Consejo de Ministros, en su calidad de ente rector del 

Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SINA GERD), tiene las 

siguientes atribuciones. 

m. Diseñar, elaborar y velar por la ejecución de los planes y acciones de 

intervención derivados de la Declaratoria de Estado de Emergencia que 

sean de competencia nacional" 
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TERCERA. Modificación de la Ley 28611, Ley General del Ambiente 

Modflcanse los literales i,) yj,) y adiciónanse los literales k) y 0 en el artículo 12 

Vo de la Ley 28611, Ley General del Ambiente, en los términos siguientes: 
* A.DA LA • 

"Artículo 12.- De la política exterior en materia ambiental 

Sin perjuicio de lo establecido en la constitución Política, en la legislación 

DE L4 vigente y en las políticas nacionales, la Política Exterior del Estado en 

r materia ambiental se rige por los siguientes lineamientos: 

Frente a potenciales daños ambientales transfronterizos que qfecten los 

derechos de las personas o comunidades dentro del territorio peruano, 

el Estado deberá promover el intercambio recíproco, anticipado y 
(' V°B° Ç\ 

Y. EZ * permanente de información con los Estados pertinentes. De ser el caso, 
51 

promoverá, gestionará y coordinará la realización de evaluaciones de 

impacto ambiental transfronterizas, declaraciones de emergencia 

ambiental y planes de descontaminación y recuperación conjuntamente 

con otros Estados. 

Frente a la ocurrencia de daños ambientales transfronterizos, el Estado 

deberá gestionar ante los Estados los mecanismos de reparación 

adecuados, urgentes y efectivos en favor de las personas o comunidades 

afectadas. 

cooperar en la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica 

marina en zonas más allá de los límites de la jurisdicción nacional, 

conforme al derecho internacional. 

1) El establecimiento, desarrollo y promoción del derecho internacional 

ambiental ". 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

PRIMERA. Comisiones multisectoriales 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 y siguientes de la Ley 29158, 

Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, y dentro del plazo de sesenta (60) días a partir 

de la vigencia de la presente ley, el Poder Ejecutivo creará la comisión 



Multisectorial de naturaleza permanente encargada de realizar el seguimiento, 

monitoreo, fiscalización e informes técnicos de los objetivos y actividades 

y, realizadas en cada una de las cuencas hidrográficas a que se refiere el artículo 2 

- ) de la presente ley. Para este efecto, deberá convocar al sector ambiente, salud, 

entre otros que sean competentes. 

SEGUNDA. Cauces, cuencas o álveos, lechos y riberas de los cuerpos de agua 

/ del Lago Titicaca 

Los gobiernos locales que limitan con el cuerpo de agua del Lago Titicaca, en 

coordinación con el Ministerio del Ambiente, la Marina de Guerra del Perú, la 

Autoridad Nacional del Agua, el Instituto Nacional de Defensa Civil y demás 
¶pOEL4 0  

8 
entidades competentes, garantizan la intangibilidad de los cauces, cuencas o 

JÇ _ 
* , álveos, fuentes de agua, lechos y riberas de los cuerpos de agua del Lago Titicaca. 

Solo se otorgan derechos de uso para actividades agrícolas de ganadería, 

pastoreo, acuicultura, ecoturismo u otras que no afecten su sostenibilidad y el 

medio ambiente. 

TERCERA. Otras cuencas hidrográficas 

El Poder Ejecutivo incorpora dentro del ámbito de aplicación de lo dispuesto por 

los artículos 3, 4 y 5 de la presente ley, a las cuencas hidrográficas que han sido 

declaradas en emergencia de conformidad con la normativa vigente nacional. 

Comuníquese al senor Presidente de la República para su promulgación. 

En Lncz, z £o ventLín da.ó del mu de juLio de do.ó míl ve.-LntLw'w. 

MIRTHA E$J 
Presidenta a. i. 

/415QUEZ CHUQUILIN 
Cong,7dela República 

JS ?ES ROEL AL VA 
Segundo Vi del Congreso de la República 

AL SEÑOR PRESIDEI"IFE DE LA REPÚBLICA 


